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1.- VISTOS  

Corresponde a la Sala desatar el recurso de apelación oportunamente interpuesto y debidamente sustentado por la Defensa y por el procesado HUGO ORTIZ CADENA, contra el fallo de condena proferido el día veinticinco (25) de mayo de 2005 por el Juzgado Catorce Penal del Circuito de Bogotá D.C., mediante el cual lo declaró penalmente responsable de CONSTREÑIMIENTO A LA PROSTITUCIÓN AGRAVADO EN CONCURSO HOMOGÉNEO y le impuso pena de prisión de ochenta y seis (86) meses de prisión, multa de 66.6 s.m.l.m.v. e inhabilitación de derechos y funciones públicas por igual lapso al de la pena principal.
2.- HECHOS 

La señora JEIMY MORA, denunció el día veintinueve (29) de Octubre de 2003 a su compañero permanente ORTIZ CADENA, por el hecho de que la obliga a ejercer la prostitución con el fin de “ayudar a la economía de su hogar, que porque era la única manera de que ella y sus hijos comieran”, a cuyo efecto la controlaba por medio de grabaciones y filmaciones para saber en detalle los pormenores de sus encuentros sexuales con los “clientes”. Le rinde cuentas y le entrega todo el dinero obtenido.
3.- IDENTIDAD 

Se trata de HUGO ORTIZ CADENA, hijo de Octavio Ruíz y Flor María Cadena, natural de Honda (Tolima), donde nació el 30 de enero de 1955, titular de la cédula de ciudadanía 19’291.556 de Bogotá D.C., de estado civil soltero, con siete (7) hijos, tres de ellos fruto de la relación con JEIMY, de ocupación técnico en refrigeración.

4.- CARGOS
La Fiscalía Treinta y Ocho (38) Delegada ante los señores Jueces Penales del Circuito en Bogotá D.C., profirió Resolución de Acusación
 en su contra, al encontrarlo autor material de la conducta descrita en el Código Penal, Libro II, Título IV, Delitos contra la Libertad, Integridad y Formación Sexuales, Capítulo Cuarto, del Proxenetismo, artículo 214, bajo el epígrafe de CONSTREÑIMIENTO A LA PROSTITUCIÓN, en concurso homogéneo y sucesivo, agravado de conformidad con el numeral tercero del artículo 216 ibidem por ser el acusado integrante de la familia de la víctima (su compañero permanente); de igual modo, como autor de la conducta punible de VIOLENCIA INTRAFAMILIAR en concurso heterogéneo con el anterior comportamiento.
5.- FALLO 

Correspondió al Juzgado Catorce Penal del Circuito de Bogotá D.C., adelantar el juicio, cuyo titular, una vez oído el debate en Audiencia Pública, decide finiquitar la causa con un fallo de condena por medio del cual impuso al procesado una pena privativa de la libertad equivalente a ochenta y seis (86) meses de prisión y multa en cuantía de 66.6 s.m.l.m.v. Los argumentos principales para llegar a esa conclusión, se pueden concretar así:
- A su juicio, existió una errónea calificación jurídica al atribuir el concurso heterogéneo entre Constreñimiento a la Prostitución Agravado y Violencia Intrafamiliar. Consideró el a quo que había lugar a absolver por violencia intrafamiliar en aplicación del principio de subsidiariedad, toda vez que se trata de un tipo penal llamado a aplicarse “siempre y cuando la conducta no sea sancionada por otro delito con pena mayor”. Además, la violencia empleada fue justamente para doblegar la voluntad a ejercer esas prácticas sexuales, y la agravación atribuida consiste precisamente en ser ORTIZ CADENA miembro de la familia. Así las cosas, sólo vio apropiada la condena por el delito de Constreñimiento a la Prostitución, agravado y en concurso homogéneo.
- No observa irregularidad alguna en el allanamiento 
que puso al descubierto la acción ilícita a la que estaba dedicado el implicado, pues a su juicio se trató en realidad de un mero registro, toda vez que para esa diligencia se contó con el asentimiento directo de la afectada, persona ésta que solicitó la colaboración de la justicia para salir del problema en el cual se encontraba.
- Dio gran relevancia al dictamen psiquiátrico, pues a través de él se contrarresta con rotundidad la retractación de la ofendida. Y es así, por cuanto en el minucioso examen llevado a cabo se concluye que esa retractación es producto de una fuerte presión ejercida contra ella.
Probado el constreñimiento con esa finalidad específica, lo mismo que la autoría material en cabeza de ORTIZ CADENA, se imponía un fallo adverso a las pretensiones del procesado debidamente asistido.
6.- RECURSO

6.1.- La Defensa
En extenso escrito, hace énfasis en los siguientes temas de una manera reiterativa:
- La denunciante se retractó en varias ocasiones de su denuncia y esa retractación “no fue tenida en cuenta por el Juzgado”.
- Ella contó la historia trágica de su vida, que involucra el ejercicio de la prostitución antes de conocer al aquí procesado, y eso “tampoco lo tuvo en cuenta el fallador”.
- Su defendido gana lo suficiente para mantener su hogar, así que no necesitaba exigirle a su compañera ese tipo de labores. Por demás, si en verdad recolectaba el dinero de su mujer, tendrían mucha más plata y vivirían más cómodamente de lo que están ahora.
- No se tuvo en consideración que él desde el día diecinueve (19) de Diciembre de 2003 se había ido a vivir a otra parte en cumplimiento de la orden de la Comisaría de Familia (él se fue a vivir con otra y ella con otro); por lo mismo, no había lugar a que ella le entregara el dinero todas las noches. Además, ella fue encargada del manejo del taller y quedó también libre para “buscar a los clientes que le gustaban para tener sexo”, situación que aprovechó para grabar los encuentros furtivos con el fin de reproducirlos y “verse en escena” cuando estaba en solitario y excitarse con ellos en la intimidad. Así las cosas, su marido nunca se dio cuenta de esas grabaciones ni de esos videos, pues se trataba de un asunto que sólo a ella interesaba.
- El sí se enteró de la existencia de la cámara, pero entendía que la finalidad era grabar a los hijos cuando fueran a robar la herramienta o la plata, dado que ella en alguna oportunidad le mostró una de esas escenas para probarle que no era ella quien se gastaba el dinero sino uno de sus hijos.
- No se atendió lo dicho por ella en la retractación, cuando nos dice que las lesiones se las hizo una mujer celosa porque salió con el marido. No quiso denunciar el hecho para evitar escándalos.
- Desconoció el Juzgado que obra el testimonio de un hijo de la pareja, quien negó la acusación contra el padre.
- Resalta la poca escolaridad de la denunciante para aseverar que era persona mal relacionada, a diferencia del marido quien es un hombre emprendedor como lo dan a conocer las declaraciones de conducta de sus clientes y la multitud de firmas recolectadas en ese sentido.
- El allanamiento no es válido, porque fue una “celada” de ella contra el esposo. El sujeto que aparece en el video semidesnudo, no es un cliente sino un miembro del CTI que se prestó para esta acción.

- En fin, que lo único que se puede sacar en claro es que todo esto se hizo por la voluntad de ella misma, pues quiso volver a la prostitución y sacarle gusto tan pronto notó la ausencia de su defendido, porque existían otros hombres que le gustaban y la trataban mejor. Además, ya estaba cansada de los continuos reclamos que aquél le hacía por la mala educación de los hijos y por no saber cocinar.
- Remata con estas otras apreciaciones: a)- Se le irrogó un grave perjuicio a su defendido por las noticias salidas en prensa hablada y escrita; b)- No se le debió haber condenado a pagar perjuicios ni morales ni materiales a favor de su esposa, por la inexistencia del ilícito dado que todo fue voluntario. Por demás, se pasó por alto la declaración extrajuicio ante Notario, por medio de la cual la denunciante dijo haber sido resarcida totalmente; c)- Tampoco se debió imponer Multa, por igual motivo y además porque no se demostraron sus ingresos; d)- De no absolverse, debe concedérsele al menos la provisión domiciliaria para que pueda seguir trabajando y velando por sus hijos. No es persona peligrosa que pueda ocasionar daño a la comunidad. Ya está rehabilitado y ha observado una muy buena conducta dentro del penal. De no ser posible la domiciliaria, entonces que de todas maneras se le deje en libertad porque en la actualidad sufre de una grave enfermedad (gastritis crónica). 

6.2.- El Procesado

Refiere por su parte:

- No existe una mala justificación de su parte pues lo que ha dicho es la verdad; en cambio, sí se aprecian contradicciones por parte de la denunciante.
- Lo del allanamiento fue “un montaje” en su contra. No estuvo presente un Delegado de la Procuraduría, pues de haber existido no hubiese avalado esa irregularidad. Para ese momento estaba viendo un programa normal por televisión, pues desconocía lo que su esposa hacía en ese cuarto. Al no estar presente el Procurador que solicitó su defensora para esa diligencia, no se debió realizar.

- Hubo un cambio repentino de un Procurador a otro al momento de la Audiencia, razón por la cual considera que resultó afectado porque la última persona seguramente improvisó en su intervención.
- No se tuvo en cuenta que ella ejercía la prostitución “sin su consentimiento y a sus espaldas”.

- No causó las lesiones que dieron lugar a la incapacidad, eso lo ocasionó otra trabajadora sexual y aprovechó para acusarlo a él falsamente.

- Está el testimonio del hijo quien asegura que nunca hizo eso contra su esposa.

- Todo se lo incautaron a ella, entonces no entiende la razón para que se lo adjudiquen.
- No hubo investigación integral, pues no se admitieron o tuvieron en cuenta las pruebas a su favor, entre ellas, principalmente, la retractación de la denunciante que se produjo en el proceso, ante Notario y ante el mismo psiquiatra forense.
- No necesitaba hacer esto con su compañera porque considera que gana lo suficiente para mantener a su familia.

- No entiende el cobro de perjuicios, dado que su compañera no sufrió daño alguno, todo fue por voluntad de ella.

- No fue destruida la presunción de inocencia, luego entonces se impone la absolución.
7.- MOTIVACIÓN

Los recursos tocan todos los aspectos de la decisión, razón por la cual al Tribunal le corresponde un estudio pleno de la actuación para arribar a la culpabilidad o inocencia del procesado ORTIZ CADENA.
Desde ya se dirá que para la Corporación no hay duda alguna de la ocurrencia del hecho y de la responsabilidad del incriminado, pues sobran razones para descartar todos y cada uno de los argumentos esbozados en los memoriales recurrentes. Para exponer nuestro pensamiento, haremos un análisis progresivo del caso en forma cronológica para así poder abarcar todos y cada unos de los múltiples temas que han causado controversia.

Todo esto comenzó por la protección que JEIMY solicitó a la Comisaría Tercera de Familia en Bogotá, para que la ayudaran a salir de este problema. Autoridad que dictó medida de protección a su favor y le ordenó a ORTIZ CADENA que cesara en forma inmediata todas las ofensas contra su compañera. En esa misma dependencia, se llegó a una conciliación consistente en que él iba a dejar de grabar sus encuentros y de filmarlos, situación a la que se llegó luego de que él admitiera que: “…últimamente yo no la he obligado a llevar la grabadora, porque ella no está trabajando en eso ya…en ningún momento se comercializó con nada, ni se utilizó como porno, solamente la vimos dos personas mayores…”.

Se extrae fácilmente de allí, una confesión extrajudicial por parte del incriminado, que al tenor de la jurisprudencia representa un indicio en su contra. Y es así, porque entre otras cosas, ni HUGO ORTIZ ni la defensora desmienten lo aseverado por él ante esa autoridad administrativa. Datos que sin lugar a dudas lo comprometen en el conocimiento de lo que allí estaba ocurriendo y corroboran de manera fehaciente lo narrado por la víctima hasta antes de que decidiera retractarse por circunstancias que serán objeto de análisis más adelante, es decir, que ella sí estaba ejerciendo la prostitución y que él la obligaba para cuyo efecto ejercía el correspondiente control por medio de la grabadora y la cámara de video.
Mediaron en todo esto amenazas que dan fundamento al verbo rector CONSTREÑIR, como quiera que él le decía que se debía dedicar a eso nada más o de lo contrario “le daba plan”, y que si se va “…la busca o la manda buscar para que la maten…”; intimidación que cobró vida el día veintitrés (23) de Julio de 2004, cuando JEIMY se presentó repentinamente ante la Fiscalía que atendía su caso a enseñar las lesiones que presentaba producto de una golpiza que le había proferido su esposo, con ocasión de no haberle rendido cuentas por “cinco ratos” que había tenido sin consultarle. Esas lesiones presentan algo bien singular, no otra cosa que fueron inferidas en múltiples partes de su cuerpo, pero muy particularmente en la zona vaginal y perigenital, en la cual, según su relato: “la chuzó con un esfero como si estuviera picando hielo”. Esto a no dudarlo, únicamente lo realiza alguien que está ofendido por algo que tiene íntima relación con la actividad sexual que ella realiza.
Con ocasión precisamente de esa golpiza, la Fiscalía dio orden de allanamiento
 a la morada de la quejosa, diligencia por medio de la cual se cerró el círculo probatorio, toda vez que en el instante en que arribó la autoridad judicial a esa vivienda (previa constancia del Ministerio Público y la directora de la investigación, acerca de la llamada que le hizo YEIMY a su esposo advirtiéndole que ya iba para la casa con un cliente, como era una de las exigencias previas que él le hacía para poder ejercer el respectivo control), se pudieron constatar varias cosas altamente comprometedoras para el aquí implicado: 1. Que evidentemente JEIMY estaba en su alcoba con un “cliente”, semidesnuda y dispuesta para la entrega carnal; 2. Que en efecto estaba debidamente dispuesta una videograbadora en ese cuarto, estratégicamente ubicada y cubierta para poder filmar el encuentro íntimo; aparato que se halló conectado a un televisor ubicado en el cuarto contiguo donde permanecía el hoy incriminado; y 3. Que en ese preciso instante, fue sorprendido ORTIZ CADENA frente al susodicho televisor con una mano en el control y con la otra metida por dentro de la pretina del pantalón; instante en el cual lo apagó rápidamente. Situación que dio pie para su inmediata aprehensión.

Se quiere hacer creer, que fue YEIMY la que adquirió la grabadora y posteriormente la cámara de video, para montar toda una parafernalia en contra de su esposo y así obtener su judicialización. Afirmación que se sale totalmente de contexto porque: 1. Ella no tenía el dinero para adquirir un aparato de éstos, es más, ni siquiera sabe distinguir la denominación de los billetes (se asegura que todo lo que obtenía se lo entrega al compañero); 2. Tampoco tiene el conocimiento para manipularlo, se trata de una mujer de escasos conocimientos
; tanto así, que curiosamente es la misma defensa quien nos trae como argumento a favor de su representado, que la referida llamada previa al allanamiento (propia de un supuesto montaje en contra de su procurado), no era para decirle que ya iba para la casa con un cliente, sino para decirle que había conseguido un comprador para una nevera y que como ella no sabe nada de esto era él quien debía atenderlo. Afirmación que se contradice abiertamente con la otra aseveración que contiene el recurso en el sentido de que él se fue de la casa y la dejó a ella “encargada del taller”, situación absurda cuando se sabe que no es persona idónea para eso. Por tal motivo, es más creíble la manifestación que hizo JEIMY en el sentido de que era él quien hacía todo, manejaba el dinero, ordenaba los gastos y, por supuesto adquirió la videograbadora; 3. Por último, es el mismo incriminado quien acepta haber tenido conocimiento del referido aparato, pero a renglón seguido trae una explicación ingenua, casi absurda: “que la habían puesto allí para mirar si alguno de sus hijos estaba robando la herramienta o el dinero que permanecía en el chifonier”. Afirmación, se repite, inverosímil, por múltiples razonamientos: a)- La herramienta estaba en el taller, no en la alcoba; b)- No desconfiaba de sus hijos al permitirles libre acceso al taller, entonces no se entiende la necesidad de poner cámaras para sorprenderlos; c)- Si ya no vivía allí, como lo afirmó y lo repite incesantemente la defensa, entonces por qué no guardar la herramienta en otro lugar más seguro, al igual que el dinero y así estaría tranquilo; d)- Por qué miraba la televisión precisamente en el instante en que la esposa se encontraba con uno de sus clientes, no sería propiamente para “cuidar la herramienta”. 

En fin, un sinnúmero de referencias que lo único que hacen es corroborar que de parte de él se aprecia una mala justificación, que también constituye indicio en contra. Incluso matizado con la aseveración del mismo implicado cuando en una mala jugada del subconsciente mencionó que eso no era para publicitarlo como porno, pues “simplemente la vieron dos adultos nada más”. ¿Qué significa ello?, pues nada menos que el fin que se le había dado a la cámara no era el de controlar a los hijos por un pretenso hurto, sino para controlar a la mujer en su promiscua actividad.
La conclusión, la única conclusión posible de todo esto, es que ORTIZ CADENA explotaba a su mujer de manera infame, porque ningún otro sentido tiene, por fuera de lo sostenido reiterativamente por la denunciante, que él grabe y filme esos encuentros furtivos. Obvio que no iba a ser ella quien tomara la iniciativa en ese sentido, porque de ser así se estaría invirtiendo una regla de experiencia evidente y consiste en que ninguna mujer se va a dedicar a esta actividad en el interior de su vivienda donde se encuentran presentes sus hijos y su marido, sin el beneplácito de éste; menos aún que ponga una grabadora y se filme para que su marido la observe (la videograbadora estaba conectada al televisor de su cuarto). Si esto sucedió, necesariamente tuvo que ser con la aquiescencia de él.

Teniendo claro lo anterior, surge un interrogante: ¿qué credibilidad merece la afirmación del acusado, cuando nos dice que él nunca le pidió o le exigió a ella que se prostituyera, que si eso ocurrió fue por su propia iniciativa y eso debido a que quiso hacerlo en una época en que él estaba enfermo, pues de resto él siempre ha contado con el suficiente dinero para mantener cómodamente a su familia -argumento principal que contiene el recurso-? Y la respuesta es: NINGUNA, porque si ella hizo “ese esfuerzo” -según él- por un instante de apremio -la enfermedad que lo aquejó en algún momento-, eso sería algo meramente transitorio y no permanente como aquí acaeció; además, no soportable por él en su condición de marido, máxime cuando tiene la capacidad económica suficiente para sufragar todos los gastos.
Igualmente, nos inquieta que el indagado no haya podido suministrar en su primigenia intervención alguna explicación para todo esto, pues se limita a decir que no sabe la razón para que su mujer lo acuse. Es que si alguien estaba llamado a ofrecer a la Judicatura el verdadero motivo para que ella lo denunciara era él y nadie más. Lo único que se le ocurrió fue decir que “ella estaba loca”, contrariando los resultados posteriores de psiquiatría forense; igualmente, que las lesiones que presentó ante la Fiscalía y Medicina Legal, “se las hizo ella misma”, en oposición a lo aseverado posteriormente en el sentido que eso se lo hizo una mujer de un cliente de ORTIZ CADENA por celos (en el recurso se atreve a decir el procesado que ésta mujer “también es una trabajadora sexual”), alcanzándole a lesionar los genitales porque tenía “una falda muy cortica”. Afirmación inverosímil, pues de haber sido así, obviamente la afectada no dudaría en acusar a esa mujer por las lesiones causadas y no a su marido que nada tuvo que ver, supuestamente, en ese asunto.
A continuación, por ameritar un espacio especial en el análisis probatorio, pasaremos a decir lo que el Tribunal considera acerca del fenómeno de la retractación de la denuncia, pieza clave para la conclusión final.

En efecto, punto aparte merece este tema, y para comprender su trasfondo importa mirar la secuencia de las intervenciones de la afectada y así formarnos una mejor idea de lo sucedido:

La señora JEIMY MORA, acudió en primer término a la Comisaría, entidad que deja la siguiente constancia: “Revisado el Rug. -sic- 0304346, se establece que la señora Jeimy Mora puso en conocimiento de la Comisaría los hechos aquí expuestos, pero que en esa oportunidad, la misma se negó a denunciar penalmente los mismos, aduciendo el temor que tenía de que su compañero tomara represalias contra ella”
_____El día veintinueve (29) de Octubre de 2003, se decide a denunciarlo penalmente_____El veintiocho (28) de enero de 2004,
 amplía su denuncia y se sostiene en su relato, pero pone de presente que HUGO le pidió que se retractara ante la Fiscalía porque ya sabía que lo había denunciado_____El veintitrés (23) de Julio de 2004,
 llega repentinamente a la Fiscalía a pedir protección por haber sido golpeada severamente por su compañero quien la sigue obligando, y habla del video que está ubicado en su alcoba. A consecuencia de esa información, se ordena el allanamiento con fines de captura y todo se logra constatar en la escena_____El once (11) de Agosto de 2004,
 cuando ya ORTIZ CADENA se encontraba privado de la libertad, JEIMY se retracta con el argumento de que antes de conocer a HUGO ya trabajaba en la prostitución; además, que en momento alguno la obligó a utilizar la cámara y que la denuncia se debe a los maltratos recibidos por ella y por sus hijos de parte de él, al igual que al deseo de no perderlo porque al parecer él tenía otra mujer. Actitud que asumió de ahí en adelante hasta el final de la Audiencia Pública, incluida una declaración extrajuicio ante Notario y su anamnesis ante el psiquiatra forense; todo ello, en fiel reproducción de lo expresado por el sindicado al momento de su indagatoria, mejorado en audiencia para hacerlo más convincente.
Como se ve, la aquí afectada fue paulatinamente ofreciendo información a las autoridades y se mostraba reacia a denunciar penalmente a su pareja por temor, no obstante que los funcionarios de la Comisaría le aconsejaban que lo hiciera. No es verdad por tanto, que ella quisiera programar todo esto para perjudicarlo; por el contrario, ella lo que menos quería era proceder de esa manera precisamente porque sentía miedo, pero posteriormente se vio obligada a instaurar la denuncia en atención a que las cosas se tornaron insostenibles.

La relación que este punto tiene con el examen psiquiátrico
 también es bien importante, puesto que ella en un primer momento no quiso asistir a consulta con el profesional de Medicina Legal no obstante ser citada oportunamente; lo vino a hacer posteriormente cuando entendió que era un deber de su parte. Para este momento, no obstante su interés en favorecer a ORTIZ CADENA, por medio del psiquiatra se detectó que lo dicho en su denuncia era cierto y que ahora simulaba estar bien -por presión- para que a su compañero lo dejaran en libertad. En otras palabras, el dictamen es contundente a efectos de desvirtuar la retractación que es pieza clave en los argumentos defensivos. 
En verdad, como lo expresa el funcionario de primera instancia, no es infrecuente en el ámbito judicial que en este tipo de asuntos en los cuales media una dependencia tanto económica como afectiva entre víctima y victimario, la persona afectada que presenta baja autoestima opte por proteger a su denunciado al conocer las consecuencias de su acto (privación de la libertad derivada de la denuncia con perjuicio económico para el medio familiar). Y es también el resultado del desconocimiento acerca de la no posibilidad de desistimiento de la queja en los delitos investigables de oficio, pues se tiene la creencia equivocada que la denuncia puede ser un medio de presión y que posteriormente cuando se obtiene algún cambio favorable se está en la posibilidad de variar el rumbo de la situación, olvidando que la acción es pública e interesa a toda la colectividad.
Sea como fuere, no tiene fundamento el sostener que ella lo denunció falsamente ante la Fiscalía como “retaliación por el maltrato”, porque si de superar ese problema se tratara, bastaba la queja que de manera apropiada había presentado ante la Comisaría de Familia, entidad que la atendió en debida forma y le estaba proporcionando la protección requerida; tanto así, que ordenó al agresor ORTIZ CADENA el desalojo de esa vivienda.
Se le ha reprochado a la denunciante el supuesto hecho de que ya se ejercía en la prostitución para cuando él “la recogió y la ayudó”, incluso al punto de querer hacerle perder toda capacidad de decir la verdad por su condición de prostituta. Esa forma indignante de referirse a su consorte y madre de sus hijos, no puede desembocar en los efectos favorables que desea la defensa, porque, aún de ser cierta la afirmación, es situación inatendible jurídicamente para el tipo penal al que nos estamos refiriendo, toda vez que:

El artículo 309 del Código de 1980, que contenía la figura del constreñimiento a la prostitución, también se refería a la “persona honesta”..., fue modificado por el artículo 10 de la Ley 360 de 1997, para suprimir de la norma el adjetivo persona “honesta”, para aumentar la pena… y para incluir la multa… El cambio obedece a que en el nuevo estatuto el Bien Jurídico protegido no es la honestidad sino la libertad y la formación sexuales. Es decir, que igualmente se tutelan esos derechos de las personas llamadas de vida pública, como las meretrices o prostitutas. 

Tenemos claro por tanto que la versión ofrecida por JEIMY desde un comienzo es perfectamente creíble y que la retractación efectuada en el transcurso de estas diligencias se debió a presión externa para intentar favorecer indebidamente al inculpado.
Así las cosas, corresponde responder a los argumentos del recurso lo siguiente:
- La educación de los hijos es un problema de ambos padres, luego entonces no hay razón para que él le hiciera reclamos a la madre por ese aspecto, cuando él tenía su propia responsabilidad en el asunto.

- Así se tuviera en cuenta que él se fue de la casa, eso en nada cambia el panorama probatorio: 1. Porque eso ocurrió después de la ejecución de estos actos en contra de la denunciante, pues téngase en cuenta que su salida del hogar se produjo por una orden de la Comisaría, autoridad que ya estaba enterada de los problemas en el interior de ese hogar; y 2. Porque no es una situación que impida que él la visitara por momentos, como en efecto ocurrió tal y como se demostró con la diligencia de allanamiento.

- Además de no ser creíble que ella adquiriera por sí misma el video y lo instalara, como quedó dicho líneas atrás, también observamos absurdo la doble finalidad que a esa adquisición se le adjudica tanto por defensa como por el procesado: de un lado, el querer fisgonear a uno de los hijos en un potencial hurto; y, de otro, querer filmarse ella en sus ratos de amorío para su posterior deleite. Se trata de dos razones contrapuestas, ninguna de ellas atendible en sana lógica. 
- Olvida la defensora en su escrito, que no sólo es innegable que su representado sabía de la existencia de la videograbadora, sino que también sabía del contenido de los videos sexuales. Acerca de éstos últimos olvida la togada que ORTIZ CADENA admitió ante la Comisaría que esas filmaciones las había visto en compañía de personas adultas, pero no con fines de “porno” -según aclaró-; esto es, que indudablemente el contenido de lo que vio no era otro que su mujer en actividad sexual con otros hombres. Olvida además, que ante la Comisaría llegaron a una conciliación en la cual se comprometían a que no se iban a realizar más grabaciones ni filmaciones. Y si a eso se comprometió el compañero de la aquí denunciante, es porque sencillamente era responsables de esa situación, el punto no tiene otra explicación.

- Que a uno de los hijos no le conste la situación que aquí se investiga, o diga no tener conocimiento para favorecer al padre, no significa que las cosas que se atrevió a denunciar, primero ante la Comisaría y luego ante la Fiscalía, no ocurrieron.

- Hace énfasis la defensa en que se trata de una mujer de baja escolaridad y que por eso se relacionaba mal. Razón de más para asegurar lo absurdo de dejarle a ella el taller para que lo atendiera, cuando ella nada sabe a ese respecto. 
- El allanamiento se llevó a cabo previa orden judicial, sin desbordamiento de garantía alguna y con la asistencia del Ministerio Público. A este respeto, tiene una confusión el procesado, porque afirma en su recurso que la defensora pidió que a esa diligencia se hiciera presente la Procuraduría y nadie asistió, cuando lo que la defensora solicitó fue la presencia de un Ministerio Público para esta actuación, no propiamente para el citado allanamiento. De parte de la defensa también existe desfase en torno a la asistencia del Ministerio Público en las actuaciones judiciales, toda vez que olvida que ella es selectiva y no obligatoria; además, que no es obligación que un mismo agente participe de todas las diligencias, la rotación de los delegados no es factor constitutivo de anormalidad alguna. 
- Al haber delito, hay lugar a la tasación de perjuicios, tanto materiales como morales. Los materiales deben mantenerse habida consideración a que la conducta atribuida al justiciable nos habla de una explotación económica indebida en la persona de JEIMY MORA, dado que el constreñimiento tenía por finalidad la realización de una actividad que generaba un lucro. En cuanto a los morales, también habrá de respaldarlos el Tribunal, habida cuenta que de las intervenciones iniciales de la quejosa –a las cuales se les ha dado valor- y del dictamen psiquiátrico, se extrae una afectación psíquica, emocional y en la vida de relación de esta persona, derivado de las presiones que ha padecido para realizar actos contrarios a su voluntad y que aunque los haya negado posteriormente, son evidentes. Si en verdad existió posteriormente, como lo destaca la defensa, una declaración de la ofendida en donde se declara resarcida de los perjuicios y desiste por ese motivo, es situación que queda inmersa dentro de su poder dispositivo y ello en nada cambia el pronunciamiento efectuado en el fallo de condena.

- Finalmente y en cuanto a la multa, se trata de una sanción pecuniaria que no puede dejar de imponerse por el hecho de la insolvencia económica del procesado. Por demás, el despacho de instancia tasó la multa en el mínimo autorizado por la ley, así que no hay lugar a ningún tipo de variación favorable por este aspecto.

- Menos existe reparo en cuanto a la negación de la prisión domiciliaria que depreca la defensa técnica, porque la naturaleza de los hechos lo impone. Basta decir que el acusado incurrió en una conducta que afectó en forma directa al medio familiar, que fue expulsado de esa vivienda precisamente por la Comisaría de Familia. No puede pretender entonces valerse de la condición de padre para obtener un beneficio liberatorio.

- Ahora, si lo que se busca es la libertad por la existencia de una enfermedad grave sobreviviente, es tema acerca del cual no ha existido debate alguno y que por lo mismo escapa a la consideración de la segunda instancia. La defensa tiene la opción de acudir ante el Juez que ejerza las funciones de ejecución de la pena para intentar el reconocimiento por la vía de la suspensión o sustitución derivada de esa situación que según se afirma lo aqueja (gastritis crónica que debe ser valorada por el Médico Legista a efectos de determinar su gravedad al punto de imposibilitar su permanencia en reclusión.
OBSERVACIÓN FINAL

Encuentra la Sala que el señor Juez a quo no obstante anunciar en la parte motiva de su fallo que no había lugar a condena por el delito de Violencia Intrafamiliar adjudicado en concurso al procesado al momento de proferirse la Resolución de Acusación, no definió nada sobre el punto en la parte resolutiva. Lo procedente era emitir absolución por esa conducta punible específica porque requería una definición judicial.
Ante una omisión de esa naturaleza, lo que procede es que por parte de la Segunda Instancia se haga la complementación pertinente para que el asunto quede finiquitado.
 Y así debe ser, habida consideración a que ninguna parte manifestó oposición con la argumentación ofrecida en ese específico punto por el Juez de primera instancia.

8.-  DECISIÓN

Por lo discurrido, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
FALLA
1. SE CONFIRMA el fallo de condena que por el delito de CONTREÑIMIENTO A LA PROSTITUCIÓN profirió el Juzgado Catorce Penal del Circuito de Bogotá D.C., en contra del procesado HUGO ORTIZ CADENA.

2. SE ADICIONA la sentencia de primera instancia, en el sentido de hacerse claridad que el acusado ORTIZ CADENA queda ABSUELTO del cargo que por Violencia Intrafamiliar se le formuló por parte de la Fiscalía en este mismo asunto.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

         
ALBERTO POVEDA PERDOMO

IVANOV ARTEAGA GUZMÁN

La Secretaria de la Sala,

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ

� Cfr. Fl.170 s.s.


� Datos que también aparecen consignados en un recorte de prensa donde salió publicada la noticia (ver fl. 77 C.O.II)


� La diligencia obra a fl. 60 C.I.


� El expediente refiere que JEIMY comenzó a convivir con el aquí acusado desde la edad de los dieciséis años y se quedó analfabeta pues no sabe leer ni escribir, proviene del Caquetá y depende en un todo de él al igual que sus hijos. En otras palabras, él ejercía un dominio total sobre ella tanto material como psicológicamente; materialmente, porque era él quien controlaba el dinero, y psicológicamente, porque la pareja había tenido momentos difíciles, como fue la quiebra de una fábrica de helados, situación que él utilizaba para recriminarla y ella tenía complejo de culpa por eso; lo mismo que el asegurar que uno de sus hijos no era de él. En fin, una utilización perversa de las necesidades económicas y de una condición de sumisión por parte de ella que la hacían fácilmente vulnerable.





� Cfr. fl. 17 C.I.


� Cfr. fl. 19 C.I.


� Cfr. fl. 49 C.I.


� Cfr. fl. 103 C.I.


� Cfr. fls. 87-90 C.O.II.


� LÓPEZ MORALES, Jairo, Nuevo Código Penal, Tomo II, Segunda Edición, Ediciones Doctrina y Ley Ltda., Bogotá D.C., pg. 328.


� Ver a ese respecto la reciente Sentencia de Casación de Agosto tres (3) de 2006 Rad. 22.485, por medio del cual la Corte Suprema de Justicia con ponencia del H. Magistrado PÉREZ PINZÓN, sostuvo que en estos eventos lo que corresponde es que el ad quem corrija la omisión de la parte resolutiva en la que incurrió la primera instancia y en concordancia con lo expresado en la motiva, cuando esto no ha sido objeto de apelación y se ha entendido que tácitamente los sujetos procesales estuvieron conformes con la motivación.
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